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º
	2º. COLOQUIO NEOGRANADINO “LA GUERRA POR LA PAZ"




INTERVENCION DEL GENERAL RAFAEL SAMUDIO MOLINA, EXMINISTRO DE DEFENSA NACIONAL, DURANTE EL DESARROLLO DEL 2º. COLOQUIO NEOGRANADINO Y LA FIRMA DEL CONVENIO MARCO DE ALIANZA ESTRATEGICA ENTRE LA UNIVERSIDAD MILITAR NUEVA GRANADA Y LA OFICINA DEL ALTO COMISIONADO.

El paso inicial, más grande y más decisivo de un hombre de Estado o de un general, consiste en entender el tipo de guerra en que interviene  y no en tomarlo por algo distinto o en no desear que fuese algo distinto”.

(Von Clausewitz)
1. LA GUERRA

Una definición general y aceptable, puede ser : “La guerra es la violencia organizada, es decir, la lucha armada y cruenta entre grupos políticos organizados. Se caracteriza por:

a. Una permanente actividad militar;
b. Un elevado grado de tensión en la opinión pública;
c. La entrada en vigor de normas jurídicas atípicas, respecto de las que rigen en  tiempo de paz;

d. Una progresiva polarización política dentro de las estructuras beligerantes.

La guerra como la discusión son los dos instrumentos básicos de la política. Por eso Von Clausewitz afirmaba correctamente que “la  guerra es la continuación de la política con otros medios“: De ahí que sea erróneo establecer la diferencia entre soluciones políticas y “soluciones militares“ porque la llamada “solución militar“ es en realidad una solución política. Al respecto citemos textualmente a Clausewitz:

1. La guerra es un acto político... y también un efectivo instrumento político, una continuación del comercio político y la ejecución de éste por otros medios.

2. En ninguna circunstancia debe considerarse la guerra algo independiente... la política se entrelaza con la acción total de la guerra y debe ejercer una influencia continua sobre ella.

3. Las guerras deben diferir en carácter, según los motivos y las circunstancias a los que obedecen.

4. El paso inicial, más grande y más decisivo de un hombre de Estado o de un General consiste en entender el tipo de guerra en que interviene, y no en tomarlo por algo distinto o en no desear que fuese algo distinto”.

2.  MARCO INTERNACIONAL DE LA GUERRA Y  LOS CONFLCTOS ARMADOS
     Sobre la guerra como fenómeno político militar, no existe definición jurídica
     absoluta, taxativa ni concepto absolutamente aceptado internacionalmente.

2.1. Conflicto armado internacional:
En concordancia con el artículo 2° común, a los Convenios de Ginebra de 1949                       y el artículo 1° del Protocolo Adicional I de 1977, el conflicto armado 
internacional   se verifica entre por lo menos dos Estados. 
2.2. Artículo 2° común a los Convenios de Ginebra: 

“El presente Convenio se aplicará en caso de guerra declarada o de cualquier otro conflicto armado que surja entre dos o varias de las Altas Partes Contratantes, aunque una de ellas no haya reconocido el estado de guerra.” 

3. MARCO CONSTITUCIONAL COLOMBIANO 

Capitulo 6- De los estados de excepción

ART. 212.- EI Presidente de la República, con la firma de todos los ministros, podrá declarar el estado de guerra exterior. Mediante tal declaración, el Gobierno tendrá las facultades estrictamente necesarias para repeler la agresión, defender la soberanía, atender los requerimientos de la guerra, y procurar el restablecimiento de la normalidad. La declaración del estado de guerra exterior sólo procederá una vez el Senado haya autorizado la declaratoria de guerra, salvo que a juicio del Presidente fuere necesario repeler la agresión.
Los decretos legislativos que dicte el gobierno suspenden las leyes incompatibles con el estado de guerra, rigen durante el tiempo que ellos mismos señalen y dejarán de tener vigencia tan pronto se declare restablecida la normalidad.

Conc.: arts. 59, 97, 104, 138, 150-1, 152 (e), 173-5, 189-3 a -6, 208, 213 a 215, 217, 241,252, 350, 362 inc. final.LE: 137/94, arts.1º y ss.; L.O. 5ª/92, arts. 120, 254; L. 94/93, L 171/94.

ARTICULO 213.- En caso de grave perturbación del orden público que atente de manera inminente contra la estabilidad institucional, la seguridad del Estado, o la convivencia ciudadana, y que no pueda ser conjurada mediante el uso de las atribuciones ordinarias de las autoridades de policía, el Presidente de la República, con la firma de todos los ministros, podrá declarar el estado de conmoción interior, en toda la República o parte de ella, por término no mayor de noventa días, prorrogable hasta por dos períodos iguales, el segundo de los cuales requiere concepto previo y favorable del Senado de la República.

Mediante tal declaración, el gobierno tendrá las facultades estrictamente necesarias para conjurar las causas de la perturbación e impedir la extensión de sus efectos.

Los decretos legislativos que dicte el Gobierno podrán suspender las leyes incompatibles con el estado de conmoción y dejarán de regir tan pronto como se declare restablecido el orden público. El gobierno podrá prorrogar su vigencia hasta por noventa días más.

En ningún caso los civiles podrán ser investigados o juzgados por la justicia penal militar.

Conc.: arts. 116, 138, 152 (e), 189-4, 200-5, 208, 212, 214, 215, 218, 220, 221, 241, 251-5, 252, 296, T-12, T-13, T-30.

C.P., art. 346; L.E. 137/94, arts. 1º y ss.; L.O. 5ª/92, arts. 254, 313; L 94/93; L 171/94; L 522/99.

ART. 214.-Los estados de excepción a que se refieren los artículos Interiores se someterán a las siguientes disposiciones:

1. Los decretos legislativos llevarán la firma del Presidente de la República y todos sus ministros y solamente podrán referirse a materias  que tengan relación directa y específica con la situación que hubiere determinado la declaratoria del estado de excepción.

2. No podrán suspenderse los derechos humanos ni las libertades fundamentales. En todo caso se respetarán las reglas del derecho internacional humanitario. Una ley estatutaria regulará las facultades del Gobierno durante los estados de excepción y establecerá los controles judiciales y las garantías para proteger los derechos, de conformidad con los tratados internacionales. Las medidas que se adopten deberán ser proporcionales a la gravedad de los hechos.

3. No se interrumpirá el normal funcionamiento de las ramas del poder público ni de los órganos del Estado.

4. Tan pronto como hayan cesado la guerra exterior o las causas que dieron lugar al estado de conmoción interior, el Gobierno declarará establecido el orden público y levantará el estado de excepción.

5. El Presidente y los ministros serán responsables cuando declaren los estados de excepción sin haber ocurrido los casos de guerra exterior o de conmoción interior, y lo serán también, al igual que los demás funcionarios, por cualquier abuso que hubieren cometido en el ejercicio de las facultades a que se refieren los artículos anteriores.

6. El Gobierno enviará a la Corte Constitucional al día siguiente de su expedición, los decretos legislativos que dicte en uso de las facultades a que se refieren los artículos anteriores, para que aquella decida definitivamente sobre su constitucionalidad. Si el Gobierno no cumpliere con el deber de enviarlos, la Corte Constitucional aprehenderá de oficio en forma inmediata su conocimiento.

Conc.: arts, 6°, 22, 91, 93, 104, 113, 123, 152, 189, 197, 198, 200, 212, 214-7, 241, 252, 296, 33'8, 345.

L. 16/72, art. 27; L. 14/92; L. 94/93; Leyes 137, 171 de 1994.

4. LOS CONFLICTOS ARMADOS - PROTOCOLO II DE GINEBRA

4.1 Artículo 1. Ámbito de aplicación material 
El presente Protocolo, que desarrolla y completa el artículo 3 común a los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949, sin modificar sus actuales condiciones de aplicación, se aplicará a todos los conflictos armados que no estén cubiertos por el artículo 1 del Protocolo adicional a los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949 relativo a la protección de las víctimas de los conflictos armados internacionales (Protocolo I) y que se desarrollen en el territorio de una Alta Parte contratante entre sus fuerzas armadas y fuerzas armadas disidentes o grupos armados organizados que, bajo la dirección de un mando responsable, ejerzan sobre una parte de dicho territorio un control tal que les permita realizar operaciones militares sostenidas y concertadas y aplicar el presente Protocolo.

1. El presente Protocolo no se aplicará a las situaciones de tensiones internas y de disturbios interiores, tales como los motines, los actos esporádicos y aislados de violencia y otros actos análogos, que no son conflictos armados.

4.2  OTRAS DEFINICIONES 

El término “conflicto armado internacionalizado” describe hostilidades internas que se convierten en internacionales. Las circunstancias concretas que pueden dar lugar a esa internacionalización son numerosas y, a menudo, complejas: la expresión conflicto armado internacionalizado incluye las guerras entre dos facciones internas respaldadas por Estados diferentes, las hostilidades directas entre dos Estados extranjeros que intervienen militarmente en un conflicto armado interno respaldando a grupos enemigos y las guerras en que se produce una intervención extranjera para apoyar a un grupo rebelde que lucha contra un Gobierno establecido. 

4.3 CONFLICTO ARMADO Y DERECHO HUMANITARIO

LA APLICABILIDAD DEL PROTOCOLO II

¿Es aplicable el Protocolo II a la situación de  desorden público en Colombia? ¿Tienen los grupos armados ilegales mandos responsables? ¿Ejercen estos  grupos control sobre ciertas partes del territorio nacional, que les permita realizar operaciones militares sostenidas y concertadas? ¿Tienen capacidad y voluntad  de aplicar el Protocolo?

Responder las anteriores preguntas no es nada fácil. Para esto se requiere analizar los requisitos de aplicación material consagrados en el Protocolo II. 

El artículo 1o. de dicho instrumento establece que el conflicto armado se libre: “entre sus fuerzas armadas y fuerzas armadas disidentes o grupos armados organizados que, bajo la dirección de un mando responsable, ejerzan sobre una parte de dicho territorio un control tal que les permita realizar operaciones militares sostenidas y concertadas y aplicar el presente Protocolo“. Control territorial, organización y mando responsable más la capacidad para aplicar y respetar las normas humanitarias y las costumbres de la guerra, son  requisitos exigidos.

Estos elementos,  deben analizarse  en sentido jurídico, político y pragmático.

Para empezar debe abordarse la idea  del control territorial por parte de un grupo armado y organizado. Al efecto es obligado diferenciar los conceptos  presencia y control. Desde luego los grupos armados hacen presencia en muchas áreas de la geografía colombiana  y de modo  eventual, un control transitorio impuesto por la fuerza de las armas y el terror sin sujeción cierta de la población cautiva a la cual  sujetan coercitivamente. Por esta razón  el control formal y fundamental solamente lo ejercen sobre sus propias facciones quienes itinerantes se desplazan de una a otra región, adelantando actividades criminales de secuestro, extorsión y cautiverio colectivo para trabajos de siembra y procesamiento de coca. 

Algunos analistas hablan de control atendiendo a facilidades de movilidad y circulación para ingresar a una zona, desarrollar hostilidades en ella y  enmarcar  extensiones arbitrarias de territorio.

Y a ese territorio  le adjudican la función de constituirse en soporte físico de una jurisdicción de dominio y control territorial, todo lo cual es un absurdo desde el punto de vista jurídico y político, que tan solo  podría ser aceptable en la comprensión  especulativa de quienes lo planteen  desde algún país europeo, ajeno a la realidad y dimensiones  de nuestra geografía física y humana.

Adicionalmente se precisa de una estabilidad, que en nuestro medio es inexistente como  control de una porción, aún modesta, del territorio para que ellos estén en capacidad de aplicar efectivamente las reglas del Protocolo.

En cuanto a realizar operaciones militares sostenidas y concertadas para  aplicar el Protocolo, es decir, proteger y asistir enfermos y heridos por ejemplo, o dar trato humano a los prisioneros tal como lo prevén los Artículos  4 (garantías fundamentales) y 5 (personas privadas de la libertad). Tal acontecimiento no ha ocurrido ni ocurre, con la excepción de algunos ataques a lejanos destacamentos militares y tomas transitorias de igualmente distantes localidades   excepcionales. 

Las cuadrillas armadas ilegales  desarrollan sus actividades criminales especialmente y con predilección sobre caseríos y poblaciones inermes, destruyendo indiscriminadamente viviendas y construcciones de servicios públicos, culturales y religiosos mediante armas de  fuego y cargas explosivas que proyectan con tubos artesanales, que en  forma alguna pueden aceptarse como ejercicio de   dominio territorial, control político,  aceptación de la población ni permanencia en la vida de las comunidades.

Dice el pueblo Colombiano, de modo coloquial, que se vive bajo la amenaza terrorista de la guerrilla. 

Estos grupos  poseen desde luego,  una estructura orgánica relativamente jerarquizada y manejada horizontalmente  según sus conveniencias, cuya existencia el gobierno acepta  cuando toma contacto mediante algunos agentes oficiales en situaciones específicas, que generalmente han correspondido a la formulación de  invitaciones para obtener su desmovilización y regularización ciudadana .

 El concepto de responsabilidad lo manejan de modo discrecional, circunstancial y acorde con sus intereses. Mucha de la  fortaleza aparente de su estructura se debe al efecto  de la guerra política, dentro de la cual sus propagandistas e ideólogos redactan documentos y esquematizan  organizaciones formales, sin validez de quienes se describen como subordinados. La estructura y jerarquía, de “frentes” y “direcciones nacionales” como el secretario General para las FARC y el Comando Central para el ELN, corresponden a la de cuadrillas errantes y en movimiento huyendo del  apremio de las tropas.

En sus escritos, se atribuyen   jerarquía de corte militar, que obviamente  no modifica su actividad delincuencial y denominan hostilidades al secuestro, el terrorismo y dedicación al narcotráfico.

Por similares razones carecen de códigos de conducta, asunto  evidente en la  indiscriminada y sangrienta aplicación, sin fórmula de juicio de penas de muerte a sus hombres, población civil, funcionarios del gobierno, autoridades militares y de la iglesia. 

En cuanto hace referencia al  mando responsable  es evidente que en  cuadrillas sin Dios ni Ley  aplicadas a los menesteres descritos, de los cuales a diario da cuenta  la prensa nacional e internacional, que esta figura no existe ni puede existir mientras que su objetivo primordial sea el crimen organizado con fines de lucro, especialmente el de las drogas.

De manera coherente debe asumirse que, la observancia de las leyes de la guerra por parte de estos grupos es una ficción, por ausencia evidente de  objetivos altruistas que orienten su accionar, básicamente como actos terroristas y/o de delincuencia.

Sorprendería que solamente fuera  el desconocimiento de la realidad colombiana el elemento de juicio para  que  nacional e internacionalmente, haya quienes  persistan en la  apología y  propaganda  de estos grupos fuera de la Ley orientadas a  buscar el otorgamiento del status internacional de beligerancia.

En realidad todo se debe, a su militancia en la  izquierda radical, porque es evidente que  ni siquiera pueden demostrar capacidad y voluntad  para ajustarse, a una sola de las normas del derecho de los conflictos armados, como lo señala el Comité Internacional de la Cruz Roja, que” consiste en poseer la aptitud mínima necesaria para ejecutar el mencionado instrumento”

5. MARCO JURIDICO COLOMBIANO 

CODIGO PENAL COLOMBIANO

TITULO V

DELITOS CONTRA LA SEGURIDAD PUBLICA

CAPITULO PRIMERO-DEL CONCIERTO,  EL TERRORISMO

5.1 Concierto para Delinquir

Artículo 186.- Modificado. Ley 365 de 1997, Art. 8o. Cuando varias personas se concierten con el fin de cometer delitos, cada una de ellas será penada, por ese sólo hecho, con prisión de tres (3) a seis (6) años.

Si actuaren en despoblado o con armas, la pena será prisión de tres (3) a nueve (9) años.
Cuando el concierto sea para cometer delitos de terrorismo, narcotráfico, secuestro extorsivo, extorsión o para conformar escuadrones de la muerte, grupos de justicia privada o bandas de sicarios la pena será de prisión de diez (10) a quince (15) años y multa de dos mil (2.000) hasta cincuenta mil (50.000) salarios mínimos legales mensuales.

La pena se aumentará del doble al triple para quienes organicen, fomenten, promuevan, dirijan, encabecen, constituyan o financien el concierto o la asociación para delinquir.

Conc.: 188

Concierto es acuerdo, convenio, conjura o complot para delinquir, para realizar o ejecutar hechos punibles. Varios elementos se desprenden de este tipo: 1- La reunión o intervención de varias personas. Por tanto se trata de un delito plurisubjetivo. 2- El concierto, acuerdo o convenio entre tales personas. 3- La finalidad es cometer delitos (dolo especifico). Este delito se diferencia de la conspiración en que en ésta el acuerdo radica en cometer delito de rebelión o sedición, mientras que en el concierto para delinquir la finalidad es indeterminada (cometer delitos).

5.2 TERRORISMO

En la antigua mitología griega, el terror (phobos) y el temor (deimos) eran los hombres de los caballeros gemelos que tiraban del carro de Ares (Marte), el dios de la guerra.

Según Von der Heydte, “el acto terrorista ha de entenderse como un acto violento de la guerra irregular, al que las leyes del país en que se lleva a cabo el acto consideran un acto criminal premeditado, cuya finalidad, la que se proponen los perpetradores, es sembrar miedo y aún pánico entre los afectados directa o indirectamente.

“El resultado material del acto terrorista- el daño real que inflige al adversario-desempeña apenas un papel subordinado si se compara, por una parte, con el efecto sicológico, la intimidación y el miedo, y, por otra, con el efecto propagandístico. “En la guerra irregular subversiva, “el terrorismo es siempre uno solo de entre varios instrumentos... Los actos terroristas son contra personas o cosas. El acto de terror contra personas empieza con insultos en público, disputas con adversarios políticos, haciéndolos callar a gritos, interrumpiendo u obstruyendo la enseñanza en escuelas y universidades, lanzando amenazas anónimas y orquestando el descrédito público de determinadas personalidades. De ahí se pasa, gradualmente, al secuestro, la tortura y el asesinato...“ . Los actos terroristas contra objetos van desde ciertos daños menores intimidatorios, como poner símbolos de combate o de advertencia en las paredes de las residencias de los adversarios políticos, hasta la destrucción de equipo, archivos, torres eléctricas, ocupación violenta de edificios, provocar incendios, colocar bombas selectiva o indiscriminadamente, etc.

En síntesis y en general, como señala Paul Wilkinson, “El terrorismo puede ser definido brevemente como el uso sistemático del asesinato, el daño y la destrucción, o la amenaza de ellos, para crear un clima de terror, a fin de dar publicidad a una causa, y de intimidar a un sector más amplio para que satisfaga los objetivos de los terroristas“. 

Tomado de Una guerra Irregular entre dos ideologías Un enfoque Liberal

Diana Duque Gómez Intermedio Editores Bogotá 1991   (Páginas 92, 93, 95, 96

Art. 187.- Modificado. Decreto 180 de 1988, art.1º. El que provoque o mantenga en estado de zozobra o terror a la población o a un sector de ella, mediante actos que pongan en peligro la vida, la integridad física o la libertad de las personas o las edificaciones o medios de comunicación, transporte, procesamiento o conducción de fluidos o fuerzas motrices valiéndose de medios capaces de causar estragos incurrirá en prisión de 10 a 20 años y multa de 10 a 100 salarios mínimos mensuales, sin perjuicio de la pena que le corresponda por los demás delitos que se ocasionen con este hecho.

Si el estado de zozobra o terror es provocado mediante llamada telefónica, cinta magnetofónica, vídeo, cassette o escrito anónimo, la pena será de dos a cinco años y la multa de 5 a 50 salarios mínimos mensuales.

Nota: El artículo 1º. del Decreto 180 de 1988 fue adoptado como legislación permanente por el artículo 4º. del Decreto 2266 de 1991.

El terrorismo, en cualquiera de sus modalidades, busca menoscabar el poder del Estado, a quien enfrenta directamente en cada una de sus manifestaciones, al través de las múltiples modalidades que ha desarrollado en su carrera delictiva.

6. AMBIGÜEDAD  IDEOLÓGICA Y JURÍDICA

En  las definiciones existe  falta de  normatividad  Internacional y Nacional clara y precisa, para tipificar  las guerras y diferentes tipos de enfrentamientos armados a nivel nacional e internacional. Este vacío permite todo tipo de interpretaciones y manipulación que generan ambigüedad en el entendimiento y comprensión  conceptual de los términos empleados y dificultad  para  la aplicación de las normas existentes a más de la posibilidad de enmarcar o definir  la naturaleza de la confrontación que  altera el  orden publico general que sufre Colombia.
Las normas jurídicas se caracterizan por ser taxativas. Lo escrito produce un único significado que no admite interpretaciones subjetivas. La ambigüedad es inaceptable en  todo tipo de escrito jurídico y así debería ser ,especialmente en la normatividad del derecho Internacional Humanitario. De lo contrario, la opción interpretativa constituye  herramienta para que  grupos armados ilegales  narcoterroristas enmascaren  sus acciones, busquen y obtengan reconocimiento internacional por que se acomodan y tienen cabida supuestamente, en  los Convenios y Protocolos de Ginebra, sin perjuicio de continuar la comisión de  sus  acciones  terroristas.
7. EL PROBLEMA NACIONAL

7.1 GUERRA POLÍTICA

El gobierno afronta la disyuntiva de emplear la  denominación de guerra o conflicto interno, porque en cualquier caso puede ser  utilizado para demandar y lograr reconocimiento internacional, con carácter de victoria política y la consecuente dificultad adicional de obstaculizar la  solución del problema. 

7.1.1 Reconocimiento Internacional: Su autoproclamación  como grupo político opositor al gobierno nacional, el reconocimiento de status de  beligerancia,   neutralidad internacional, apoyo de ciertos países, presión internacional sobre el gobierno colombiano, sin el  calificativo de  terroristas internacionales y  libertad de  movimiento internacional, los convertiría  casi en Estado paralelo.
7.2 INFLUENCIA  SOBRE LA POBLACIÓN CIVIL Y SOBRE LA FUERZA  PUBLICA.

7.2.1- Guerra? Conflicto Interno? Amenaza Terrorista?

La indefinición y ambigüedad descrita, impide precisar si el problema nacional debe llamarse Guerra, Conflicto Interno o Amenaza Terrorista.

7.2.2.- Impacto Sicológico sobre la población Civil .
Sobre la población civil  inciden con profundidad, de una parte las disquisiciones académicas y su expresión editorializada a través de los medios de comunicación y por otra parte la presentación noticiosa manipulada, de la realidad de las acciones violentas.

Los medios de comunicación compiten por cautivar la atención popular y lo logran de modo sensacionalista destacando en todos los casos el horror y el daño que causan las acciones de los grupos armados ilegales. Mediante tomas audiovisuales y entrevistas forzadas a las víctimas, inmersas en el caos y el dolor, resultan orientadas para atribuir su desgracia al Estado y sus autoridades dejando la sensación de que  las condiciones objetivas de pobreza, abandono y desatención son acto calculado de las oligarquías que manejan el poder. Adicionalmente los presentadores de las noticias aprovechan el clima de excitación para formular sus opiniones, exacerbar sentimientos y normalmente volver “chiva” la entrevista a los criminales ya que la opinión oficial no es noticia, a menos que  deban referirse a  reveses militares o cosa similares.

En estas condiciones, la tergiversación deliberada de las noticias continúa mediante el rumor, deformándose  y  reiterándose en “avances” y comunicados de “última Hora”, que duran cuanto tiempo precisen sus promotores hasta inducir  en la población los sentimientos de derrota, desesperanza y pánico que culminan  en la generación de las actitudes y conductas, calculadas por sus gestores, dentro de su plan general integrado de acciones físicas y réplicas subjetivas.   

7.2.3  Impacto psicológico sobre la Fuerza Pública .

Todas las manifestaciones criminales, terroristas y en general las agresiones  armadas  de los grupos ilegales contra la población, reciben respaldo, explicación y justificación, por cuenta de los medios de comunicación  y  de los ideólogos enemigos  nacionales e internacionales que manejan ONGS de izquierda  y otras  organizaciones sesgadas  de derechos humanos, ecologistas, etc.

La inmensa publicidad busca perfilar a  delincuentes y a sus cabecillas con tinte  de servicio social, desprendimiento y generosidad heroica para contraponerlas a la Fuerza Pública a la cual señalan como elemento represivo de una dictadura de estado y a los mandos como marionetas ignorantes y corruptas del régimen que defienden. 

El proceso así conducido, que contraría la realidad de nuestras Instituciones como cualquier colombiano sabe, busca inducir y orientar la opinión ciudadana contra las fuerzas del orden y así minar la fortaleza espiritual de las tropas , espíritu de lucha, su fe en la causa.

9. LA POLITICA DE  SEGURIDAD DEMOCRATICA 

El presente gobierno denominó con este nombre, su agenda que comprende siete estrategias, de las cuales consideramos las dos primeras fundamentales, porque se orientada a recuperar el poder real del Estado que había sido arrebatado por los grupos violentos, reconstruir la confianza de todos los ciudadanos en unas instituciones que permitieran el debate creativo. La Seguridad Democrática, se consideró como el camino para la recuperación del imperio eficaz de las instituciones y  paso esencial para que los colombianos se sientan reconciliados.

9.1 ESTRATEGIAS QUE COMPONEN LA POLITICA DE SEGURIDAD DEMOCRÁTICA

9.1.1 CONTROL DEL TERRITORIO Y DEFENSA DE LA SOBERANIA NACIONAL 

Mediante esta estrategia, el Gobierno se propuso restablecer su presencia legitima en todo el territorio nacional, centrando sus acciones en expandir la presencia física permanente de las Fuerzas Armadas, en obtener mejores resultados operacionales contra grupos subversivos y de autodefensas, y en proteger a la población, la infraestructura y los bienes públicos y materializar el ejercicio de la autoridad del Estado en todos los municipios del país.

Entre 2002 y 2003 el asalto a poblaciones cayó 84 %. El tráfico vehicular en 2003 creció frente al año anterior en el 12.2 % y entre enero y mayo de 2004 se registraron 58.8 millones de movilizaciones. Se retomó el control de los 167  municipios que se encontraban sin Fuerza Pública, al tiempo que se incorporaron bajo el mando de las unidades superiores de cada jurisdicción, 20.403  “Soldados Campesinos“ de apoyo en 596 municipios. El pie de fuerza se aumentó en 60.000 uniformados y se previó  para finales del 2004 disponer de 79.000 hombres y mujeres más, para un total de 357.780 efectivos. Se crearon 3 nuevas Brigadas Móviles y 4 Batallones de Alta Montaña. La Policía Nacional se incrementó en 25.000 hombres, para un total de 137.000 uniformados que hacen presencia en todas las cabeceras municipales del país.

Se crearon 12 nuevos Escuadrones Móviles de Carabineros y 12 Agrupaciones de Fuerzas Especiales Antiterroristas Urbanas.

Adicionalmente se creó la Red de Cooperantes, que ha rendido en forma sobresaliente su participación en el conocimiento anticipado y control de las actividades delictivas de los grupos armados.

Las estadísticas demuestran que la opinión pública respalda la gestión del Gobierno en el campo de la seguridad con la respuesta favorable del 70%. Los indicadores señalan el crecimiento de las actividades económicas más representativas del turismo, transporte terrestre de carga y pasajeros. En el 2003 el flujo vehicular creció 12.2%. Entre enero y mayo de 2004 se realizaron 58.6 millones de movilizaciones de vehículos por carretera. La mayor capacidad de la Fuerza Pública permitió la reducción durante el último año del 63% de los secuestros en retenes ilegales y la neutralización de 23.199 delincuentes terroristas por concepto de capturas y bajas. La tasa de homicidios pasó del 65.8% al 51.6% alcanzando el nivel más bajo en los últimos 18 años y la rebaja del 49% de secuestros extorsivos.

Los actos terroristas disminuyeron el 25% entre 2002 y 2003 y 30.1% durante el primer semestre de 2004.

Entre el 2002 y el 2003 se redujeron los ataques a poblaciones en el 84%, en el primer semestre de 2003 el 75%.

9.1.2. COMBATE AL PROBLEMA DE LAS DROGAS Y AL CRIMEN ORGANIZADO 

El narcotráfico y los altos índices de criminalidad fueron dos, de los mayores retos que el Gobierno se propuso enfrentar.

Los avances conseguidos en el debilitamiento de las redes de tráfico ilícito de drogas y la reducción del crimen, son producto del esfuerzo operativo e investigativo de las Fuerzas Armadas, el Departamento Administrativo de Seguridad y la Dirección Nacional de Estupefacientes. 

Entre 2002 y 2003 los cultivos de coca disminuyeron el 16%, los decomisos de coca y base de coca se incrementaron entre el 64 y el 63% en los años 2002 y 2003. Durante esta administración se  han se decomisado 355 embarcaciones y 23 aeronaves, se han destruido 2.937 laboratorios y 13 pistas clandestinas.

En el cuatrienio se han judicial izado   210 organizaciones del trafico de drogas. 

La determinación política de ordenar y ejecutar la extradición de los delincuentes vinculados con el tráfico de drogas, las actividades de interdicción de aeronaves, la conducción de procesos de expropiación y extinción de dominio de bienes procedentes del narcotráfico, el incremento de control del lavado de activos dentro y fuera del país y el fortalecimiento de la inteligencia técnica, definitivamente han servido de modo tal que desaparecieron los grandes carteles y en la actualidad se trabaja para desarticular las redes emergentes que tratan de reactivar las líneas de comercialización de la droga. 

9.1.3. FORTALECIMIENTO DEL SERVICIO DE JUSTICIA

El propósito general determinado fue, enfrentar los problemas de accesibilidad y eficiencia del servicio de justicia.

El Gobierno dirigió  el esfuerzo  principalmente a facilitar el acceso, adelantar la reforma organizativa y operacional de sistema jurídico, impulsar una eficiente defensa judicial del Estado y fortalecer la política criminal y penitenciaria, incluyendo el mejoramiento de la infraestructura carcelaria. 

Se activaron los centros de convivencia ciudadana de conciliación extrajudicial y conciliadores de equidad. Se incrementó la capacidad carcelaria en 9.5 %. El Gobierno aprobó un Plan de inversión para crear 24.000 nuevos cupos carcelarios y mediante el sistema de concesión 21.000 cupos mas.

9.1.4 DESARROLLO EN ZONAS DEPRIMIDAS Y DE CONFLICTO 

El conflicto armado que afecta al país ha tenido un impacto especialmente notorio  en aquellas zonas en las que  los grupos violentos han desplegado su actividad de manera mas intensa, causando mayores pérdidas de capital humano, natural y físico, y deteriorando la confianza de los ciudadanos en el Estado.

La política de Seguridad Democrática prestó especial atención en el restablecimiento de estas zonas a través de acciones dirigidas a mejorar las condiciones de los habitantes y a promover un desarrollo regional sostenible.

En lo que  va corrido de esta administración,  se han presentado resultados concretos para el restablecimiento de una base económica local a partir de proyectos productivos y de generación de ingresos, el desarrollo de infraestructura  física y social y el fortalecimiento comunitario a través de una activa  participación  de los habitantes   de estas zonas.

Durante el periodo se han beneficiado 32.000 familias y 52.000 hectáreas con proyectos productivos y la creación del programa de  Familias de Guardabosques. Se han iniciado 15 proyectos agropecuarios e  incorporado más  de 6.000 hectáreas que benefician a 2.500 familias y se diseñaron proyectos que atenderán  otras 46.000 hectáreas y 30.000 familias. 

9.1.5 PROTECCIÓN Y PROMOCIÓN  DE LOS DERECHOS HUMANOS Y EL DERECHO INTERNACIONAL HUMANITARIO

Con el fin de dar respuesta a la situación en Derechos Humanos (DD.HH) que atravesaba  el país, producto de la intensificación y degradación de la violencia, y de la relativa debilidad de una cultura de respeto por los derechos fundamentales, las acciones del Gobierno se orientaron a centrar su esfuerzo en la atención y prevención del desplazamiento forzado, el apoyo a víctimas del terrorismo, la difusión y promoción de los derechos, el cumplimiento de los compromisos internacionales y el fortalecimiento de los sistemas de información.

A pesar de que muchas agencias internacionales de veeduría, observatorios, Ongs, persisten en desconocer o minimizar los esfuerzos y los resultados obtenidos, es indispensable hacer notar que se ha avanzado muchísimo en este campo.

El logro más significativo alcanzado en lo corrido de esta administración, fruto de la política de Seguridad Democrática y de la reactivación económica, es el cambio  en la tendencia del desplazamiento registrado desde 2003. La información  reportada  permitió advertir  que en 2004 esta tendencia se mantuvo , con lo cual  al finalizar el año se consiguió disminución del 17% con respecto a 2003, y de 55% frente a 2002.

Dentro de las Fuerzas Militares se fortaleció el proyecto de reentrenamiento, capacitación y preparación en Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario para  todas las  unidades y guarniciones de la Fuerza Pública. Como innovación se diseñaron y pusieron al servicio de los organismos de capacitación, Pistas de DH y DIH  o escenarios de recorrido para los alumnos a modo de bazares, donde mediante situaciones simuladas, escenarios, representaciones y el uso de diversas ayudas audiovisuales, con el propósito de garantizar por cuenta de las tropas el cumplimiento absoluto del DH y el DIH, como premisa fundamental de la aplicación de la Política de Seguridad Democrática.   

Es determinación gubernamental y  de los Mandos Militares incentivar la cultura de respeto por los derechos fundamentales y para el efecto, con participación de la Procuraduría y la Fiscalía General de la Nación se atienden cumplidamente todo tipo de reclamaciones sobre el tema y se inician los procesos que de ella surjan de modo oportuno realizando  su seguimiento hasta la finalización.    

En materia de prevención y difusión de los Derechos Humanos junto con el fortalecimiento del sistema de alertas tempranas se han vinculado 7.389 personas a los servicios de protección del Estado que corresponden al 41 % de los 17.974 que se espera vincular.

Desde agosto de 2002 se ha dado impulso y hecho seguimiento a 41 casos graves de violación de Derechos Humanos de los 100 priorizados, por el Comité Especial de Impulso.

Este Comité lo preside el Vicepresidente de la República, hacen parte el Procurador y el Fiscal General de la Nación y son invitados permanentes el Defensor del Pueblo y el Director de la Oficina del Alto Comisionado de la ONU para Derechos Humanos. Con apoyo del Ministerio del Interior se han puesto en marcha 151 planes de acción de DH y DIH.

En cumplimiento de la Convención de Ottawa se aprobó y puso en ejecución el Plan Nacional contra minas y se ha llevado a cabo la destrucción del total almacenado en los arsenales de las Fuerzas Militares. El observatorio de minas ha realizado la georeferenciación de 637 campos de minas y el registro de 4.720 eventos ocurridos desde 1990 con participación de organizaciones particulares dentro de las cuales nuestra Asociación en convenio con la Vicepresidencia  adelanto importante actividad. Adicionalmente debe señalarse, que nuestro  país es el único del mundo que, en medio del conflicto, realiza el desminado humanitario por intermedio de las tropas.

Con el fortalecimiento del sistema de información unificado de DH es posible contar con información confiable. Histórica y consolidada sobre homicidios y masacres.    

9.1.6 FORTALECIMIENTO DE LA CONVIVENCIA Y LOS VALORES

La consolidación de un Estado Comunitario depende en gran medida de la recuperación de su legitimidad y gobernabilidad. Por eso, a través de esta estrategia, el Gobierno se propuso desarrollar todas las acciones factibles para fortalecer el tejido social y recuperar la confianza ciudadana en sus instituciones.

Al efecto se adelantó  la construcción de escenarios de convivencia, promoción de los valores y la identidad cultural, así como en el fomento de la democracia y la participación  ciudadana.

9.1.7 LA DIMENSION INTERNACIONAL

La política de relaciones exteriores, además de cumplir los propósitos  tradicionales que caracterizan la gestión internacional de un país en desarrollo, ha hecho énfasis en el apoyo y complemento de los esfuerzos desplegados en el ámbito interno para implementar la política de Seguridad Democrática y atender las necesidades de desarrollo económico y social de la Nación.

Con el fin de defender la soberanía nacional e impulsar el desarrollo integral de fronteras, se ha avanzado en el afianzamiento de la jurisdicción de Colombia en los asuntos de soberanía marítima y terrestre, especialmente en el Caribe. Igualmente, se han fortalecido las comisiones de vecindad con Brasil, Ecuador Panamá, Perú, Venezuela y Jamaica. Adicionalmente, a junio de 2004 se han creado 8 comités territoriales para la integración y desarrollo fronterizo, estando  muy cerca de cumplirse la meta de 10 comités para 2006. Estos han permitido el fortalecimiento de las relaciones con los países vecinos y la consolidación de una política de integración y desarrollo fronterizo.

El Gobierno ha conducido la actividad internacional con énfasis en obtener el reconocimiento de la comunidad internacional, como efectivamente se logró, de la calificación de terroristas para las Farc, el Eln y las Auc y adicionalmente la suspensión de las libertades que se habían concedido en el extranjero, a una forma de diplomacia paralela por cuenta de estos grupos, sin restricción alguna.

En igual forma el Gobierno Nacional ha aplicado el esfuerzo diplomático en procura de regularizar el tratamiento que Venezuela otorgó en el pasado a delincuentes de los grupos armados, que hallaron en ese país refugio, obteniendo su extradición con destino a nuestro país para responder a la justicia colombiana.

 LA GUERRA POR LA PAZ

Entendemos que conforme a la concepción internacional y a nuestro ordenamiento jurídico, formalmente Colombia no está en guerra ni enfrenta un conflicto interno.
 Por conveniencias de orden político y así se debe entender, el Gobierno sostiene categóricamente que no se está librando una guerra, pero la realidad operacional para la Fuerza Pública indica lo contrario.
Con esta argumentación se debe motivar y exigir a todos los comandantes y  tropas, para mantener la  actitud ofensiva en los niveles estratégico y táctico.        Similar mensaje, debe comprometer a la sociedad civil, porque en la  guerra no se puede ser indiferente o   neutral. 

No encontramos en los documentos de la Defensa y Seguridad del Estado  ni en la Política de Seguridad Democrática, definición precisa,  sin ambigüedades de la naturaleza de la guerra, conflicto interno o amenaza terrorista, que  permita al Gobierno el planeamiento y aplicación efectiva del Poder Nacional .

La indefinición ha trascendido a la opinión publica nacional e internacional en las  intervenciones del Jefe del Estado, análisis de politólogos, foros académicos y medios de comunicación social, situación que induce  discusiones especulativas, alejadas de la realidad o alineadas con corrientes de pensamiento extraños a nuestros intereses nacionales.

En este campo específico,  la  Política de Seguridad Democrática contrasta con la exactitud que otros Estados imprimen a su concepción y determinación de la Estrategia Nacional de Defensa. 

Estados Unidos ante los hechos terroristas del 11 de septiembre y la “característica de incertidumbre que define el actual ambiente estratégico en el mundo”, revisó y formuló mediante el documento de Estrategia Nacional de Defensa su nuevo concepto: “Estados Unidos es una Nación en guerra“. 

El propósito fundamental de la Nación colombiana y de sus Fuerzas Militares debe ser,  combatir y ganar  la guerra , cuándo y dónde se produzca la agresión. 

No debe olvidarse el epígrafe tomada, de Clausewitz:

 “El paso inicial, más grande y más decisivo de un hombre de Estado o de un general consiste en entender el tipo de guerra en que interviene, y no en tomarlo por algo distinto o en no desear que fuese algo distinto.

Tomado del Libro Informe al Congreso 2004, Alvaro Uribe Vélez, 20 de  julio de 2004, Presidencia Republica de Colombia,  Primera Edición, Documento elaborado por el Departamento Nacional de Planeación -DNP (Sinergia) 
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